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3. Actuaciones de prevención, comprobación y verificación de Igualdad efectiva enmarcadas en el Plan de 
Inspección en materia de deporte 2018:

- Resolución de 21 de marzo de 2018, por la que se aprueba el Plan General de Inspección Programada en 
materia de deporte para el año 2018.

4. Integración de la perspectiva de género en textos normativos:

- Decreto 184/2017, de 14 de noviembre, por el que se regula la organización y funcionamiento del Consejo 
Andaluz del Deporte incluye la obligación del Consejo de tener en cuenta el deber de la Administración 
Púbica de Andalucía de fomentar e integrar la perspectiva de género.

- Las propuestas relacionadas con las cláusulas anti-embarazo o la obligatoriedad de inclusión de la mujer 
en las juntas directivas federadas, serán objeto del Decreto que aborde la regulación de las entidades 
deportivas andaluzas”.

Tras un detenido estudio de dicha información, se deduce que la cuestión objeto de la queja de oficio se encuentra 
abordada desde distintos programas y acciones a cargo de los departamentos competentes y deben quedar a 
la espera de su finalización y posterior evolución. En base a ello debemos entender que el asunto analizado se 
encuentra en vías de solución, por lo que hemos dado por concluidas nuestras actuaciones, sin perjuicio de un 
posterior seguimiento.

Asimismo, en el presente ejercicio hemos concluido también la actuación de oficio queja 17/5334, iniciada 
en el año anterior al haber tenido conocimiento, por distintos medios de comunicación de la suspensión el día 8 de 
octubre de la prueba denominada “Carrera de la Mujer” de Sevilla.

En ella esta Institución formuló Resolución al Ayuntamiento de Sevilla con fecha 18 de junio pasado, en relación 
con estos hechos.

A pesar de que era inminente la celebración de la edición de 2018 del mismo evento sin conocer el criterio del 
Ayuntamiento sobre las medidas propuestas por el Defensor del Pueblo Andaluz, recibimos el último día hábil 
previo al evento una contestación que procedemos a transcribir.

“En contestación al escrito presentado por la oficina del Excmo. Sr. Defensor del Pueblo, con referencia 
17/5334, de fecha 21/06/18, relativo a la suspensión de la Carrera de la Mujer del pasado 8 de octubre, 
acusamos recibo del mismo y tendremos en consideración las recomendaciones que en el escrito se realizan, 
en atención a la transparencia en la gestión económica. Asimismo nos ajustaremos al procedimiento 
establecido por la normativa de aplicación y a tenor de las competencias que a este Instituto Municipal de 
Deportes le competen”.

A la vista de lo aportado por el Ayuntamiento de Sevilla, debemos entender que han sido subsanadas las 
irregularidades puestas de manifiesto con motivo de la edición de 2017, en cuanto al procedimiento y plazos 
establecidos, así como la implementación de mecanismos de transparencia económica que permitan conocer las 
aportaciones finales percibidas para los fines sociales comprometidos.

1.7.2.8 Vivienda
Como venimos insistiendo año tras año en esta Memoria Anual, un buen número de las quejas que en materia 

de vivienda se presentan anualmente se basan en la carencia de este bien básico por parte de muchas familias 
andaluzas que acuden a nosotros en demanda de ayuda para poder satisfacer este derecho. Muchas de estas quejas 
por necesidad de vivienda se presentan por familias monoparentales, mujeres-madres que asumen la crianza de sus 
hijos e hijas en solitario que no cuentan casi con ningún recuso económico o con algunos de muy escasa cuantía, en 
situación desempleo o con empleos precarios, siendo subsidiarias de prestaciones y ayudas sociales.
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Estas mujeres y la situación en la que se encuentran sus familias, suele ser conocida por los servicios sociales 
comunitarios pues, además de necesidad de vivienda presentan otras carencias tanto sociales como económicas. 
Habitualmente nos dirigimos en demanda de información tanto a los servicios o entidades instrumentales 
municipales que ejerce las competencias en materia de vivienda como a los servicios sociales comunitarios que 
son lo que nos informan de las intervenciones que han llevado a cabo con las unidades familiares y de las ayudas 
económicas de emergencia que se han concedido para contribuir a la satisfacción de necesidades básicas como 
alimentos, incluyendo también el pago del alquiler o de los suministros domiciliarios de electricidad y agua.

Por otra parte, en este año 2018, hemos visto cómo se ha experimentado el aumento de quejas de necesidad 
de vivienda, debido a situaciones de desahucio de la vivienda que venía siendo el hogar familiar de mujeres 
solas con cargas familiares por los más variados motivos, como pueden ser los desahucios de viviendas libres en 
régimen de alquiler por impago de la renta por carencia de recursos económicos suficientes.

Tampoco son infrecuentes los desalojos consumados o inminentes de viviendas de entidades financieras ocupada 
sin título legal para ello, aunque también nos encontramos con este tipo de procedimientos cuando se trata de 
viviendas públicas ocupadas instados por parte de la administración titular.

Algunas de estas mujeres tienen otros factores de vulnerabilidad añadidos como es que son o han sido víctimas 
de violencia de género. Como botón de muestra de las quejas de este tipo citamos la queja 17/6209, en ella, 
la compareciente explicaba que es víctima de violencia de género y que tiene a su cargo a sus dos hijos menores, 
sin contar con ningún tipo de recurso económico para atender al sustento propio y de aquéllos, ya que está en 
situación de desempleo y padece importantes problemas de salud.

Al carecer de la posibilidad de contar con un lugar donde vivir con sus hijos, se encuentra en una casa perteneciente 
a una entidad bancaria, sin siquiera suministros esenciales. La afectada nos adjuntaba numerosa documentación 
en la que acredita sus importantes patologías médicas, su falta de percepción de ingresos, su inscripción como 
demandante de vivienda pública en el Registro municipal de Sevilla y certificados de los servicios sociales que 
exponían la precariedad de las circunstancias de la unidad familiar.

Desconocíamos la razón por la que, a pesar de estas graves dificultades, no se había beneficiado de ningún recurso 
público destinado a víctimas de violencia de género, por lo que solicitamos informe a este respecto al Instituto 
Andaluz de la Mujer que nos informó de que no había acudido al mismo a solicitar ayuda sino que lo hizo en el 
CMIM (Centro de Información de la Mujer) del Ayuntamiento del municipio en el que residía. Nuestra intervención 
sirvió para que el IAM se interesase por la situación de la esta mujer, la informara y le ofreciera los recursos y ayudas 
públicas que para víctimas de violencia de género prevé nuestra normativa vigente.

Finalmente le fue concedida la ayuda económica para mujeres víctimas de violencia de género con escasos recursos 
y especiales dificultades para obtener un empleo.

No obstante, desgraciadamente, aún seguimos tramitando a instancias de esta misma interesada y ante el 
Ayuntamiento del municipio en el que reside, la queja 18/3924 en orden a su problema de necesidad de vivienda 
que aún no ha podido ser resuelta al no haber viviendas protegidas públicas libres en el citado municipio.

En este sentido, la cuestión de necesidad de vivienda de las mujeres víctimas de violencia de género es bien distinta, 
según sea el municipio de residencia de la misma. En las capitales de provincia sus ayuntamientos tienen más recursos 
disponibles para las situaciones de urgencia de necesidad de vivienda como son por ejemplo viviendas compartidas en el 
caso de Sevilla. Sin embargo los pequeños municipios se encuentran con que no tienen viviendas protegidas disponibles y las 
ayudas económicas de emergencia para destinar al pago de un alquiler son de escasa cuantía y muy limitadas en el tiempo.

A ello se añade la dificultad para encontrar vivienda libre de alquiler, al no poder ofrecer las garantías suficientes 
de pago que solicita la propiedad, planteándose también la cuestión de qué hacer cuando se acabe la ayuda, si 
no se cuentan con ingresos económicos en cuantía suficiente y estables que permitan seguir cumpliendo con la 
obligación de pago de la renta.
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